
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
PROCESO EJECUTIVO / PRESUNTA FALSEDAD MATERIAL DEL TÍTULO VALOR / PRUEBA PERICIAL TRASLADADA DEL PROCESO PENAL AL CIVIL / REQUISITOS PARA SU VALIDEZ / HABERSE PRACTICADO A PETICIÓN O CON AUDIENCIA DE LA CONTRA PARTE.
La única defensa del ejecutado en este caso, es que no es suya la firma que aparece en la letra de cambio que aquí se cobra.

Para probar esa tesis, allegó al expediente copia de una denuncia penal que formuló contra el señor Jaramillo Montoya, luego de que se iniciara el porceso ejecutivo, con el fin de que se “cancelara” la letra de cambio por no haber sido él quien lo suscribió. (…)
También se decretó como prueba oficiar a esa Fiscalía para que certificara el estado actual de la investigación que se adelantaba en contra del señor Jaramillo Montoya.

El resultado de esa pesquisa, fue que el ente persecutor, hizo llegar al proceso el acta de audiencia pública de lectura de fallo que se llevó a cabo el 15 de diciembre del 2017, ante el Juzgado 25 Penal del Circuito con Funciones de Conocimiento de Medellín, dentro del proceso con radicado 050016000208200813019, donde aparece que el fallo fue absolutorio. (…)
Es por eso que tenía tanta importancia no olvidar lo reglado en el artículo 185 del CPC cuando instruye que, ciertamente “Las pruebas practicadas válidamente en un proceso podrán trasladarse a otro en copia auténtica, y serán apreciables sin más formalidades, siempre que en el proceso primitivo se hubieren practicado a petición de la parte contra quien se aduce o con audiencia de ella”…; resultando que aquí, y a riesgo de insistencia, esa evidencia, a esa altura del proceso, no era una prueba válidamente practicada, y como es lógico, tampoco se produjo por petición del ejecutante, ni con su audiencia. (…)

En suma, el dictamen no era idóneo para derruir la autenticidad de la letra de cambio y mucho menos lo es ahora, cuando se sabe que de nada sirvió en el proceso penal del que se trajo, a todo lo cual debe agregarse que sobre el ejecutado pesa la confesión ficta de que trata el artículo 210 del CPC, dado que se sustrajo a absolver el interrogatorio que le correspondía afrontar en el proceso.
SALVAMENTO PARCIAL DE VOTO: DOCTORA CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

A mi juicio, han debido tasarse las agencias en derecho en el fallo porque así lo dispone el numeral 2º del artículo 392 del Código de Procedimiento Civil, modificado por el 19 de la ley 1395 de 2010, y liquidarse las costas en esta sede, de acuerdo con el numeral 1º del artículo 393 de la misma obra, aunque en la actualidad esté vigente el Código General del Proceso que ya no manda hacerlo así y con fundamento en las reglas sobre la aplicación de la ley procesal en el tiempo.

En efecto, como el recurso de apelación contra la providencia proferida en primera instancia se interpuso en vigencia del Código de Procedimiento Civil, es ese estatuto el que debe aplicarse durante todo el trámite de la alzada de acuerdo con el artículo 40 de la ley 153 de 1887, modificado por el 624 del Código General del Proceso…
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Acta No.  595 de noviembre 25 de 2019
En cumplimiento del Acuerdo PCSJA19-11327 del Consejo Superior de la Judicatura, procede la Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto por el demandante contra la sentencia del 22 de octubre de 2014, proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Descongestión de Medellín, en el proceso ejecutivo que adelanta Arcesio de Jesús Jaramillo Montoya contra  Rubén Darío Reyter Franco 
1.
ANTECEDENTES

1.1.
Hechos.

Narra la demanda que el señor Rubén Darío Reyter Franco se obligó a pagarle a Arcesio de Jesús Jaramillo Montoya la suma de $47.000.000,00, el 14 de marzo del año 2007, para lo cual aceptó y suscribió una letra de cambio el 14 de diciembre del año 2006.
El plazo se venció y la obligación no ha sido descargada, a pesar de los requerimientos que se le han hecho al demandado. 

1.2.
Pretensiones.

Se solicita, en consecuencia, que se libre orden de pago en favor del demandante y en contra del deudor por la suma de $47.000.000,00 por concepto de capital, más los intereses moratorios desde el día en que se hizo exigible la obligación, hasta el día en que se pague en su totalidad a la tasa máxima legal permitida. 
1.3.
Mandamiento ejecutivo y recuento procesal. 





El mandamiento de pago se libró el 23 de abril del año 2008 (f. 13, c. 1), el demandado fue notificado el 24 de octubre siguiente (f. 20, c. 1), y días después se pronunció sobre la demanda de manera oportuna (f. 22, c. 1). 





Las pretensiones fueron refutadas por la parte ejecutada porque “(…) el título valor aportado como prueba de la acción cambiaria, es falso, no fue suscrito por el demandado o supuesto deudor, la firma de quien suscribe el documento no corresponde a la del señor RUBEN DARÍO RE[Y]TER FRANCO” (sic), trasunto de ello, se rogó la prosperidad de la excepción prevista en el numeral 1° del artículo 784 del Código de Comercio; también se solicitó como prueba un cotejo entre la caligrafía de quien suscribió el título valor y la del demandado, adicionalmente se puso de presente que del asunto conocía también la justicia penal, esto en virtud a una denuncia instaurada en contra del demandante, cuyo fin era que se declarara que la letra de cambio base de recaudo en este proceso ejecutivo era falsa.




La parte actora descorrió el traslado de las excepciones, y para sustentar la existencia y procedencia de la letra de cambio, contó sobre su creación; explicó que Jaramillo Montoya, en el año 2002, le vendió a Reyter Franco un lote de terreno por la suma de $50.000.000,oo y para garantizar el pago, el comprador suscribió una letra de cambio por valor de $47.000.000,00, la que después, el 14 de marzo del 2007, fue cambiada por otra que le entregó el deudor, porque así lo solicitó este último. En ese entendido si el título valor resultara tachado de falso en este proceso, el ejecutado tendría que responder penalmente por entregar una letra de cambio falsa con la intención de defraudar al demandante. Entre los anexos de ese escrito, se encuentran documentos relacionados con las negociaciones preexistentes entre ambos (f. 25, c. 1)




El 11 de febrero del 2009 se decretaron las pruebas del caso (f. 31, c. 1).




El 4 de mayo del 2010, el Juzgado de oficio requirió a la Fiscalía 16 local de Medellín, para que informara el estado de la investigación penal que había incoado Reyter Franco contra Jaramillo Montoya (f. 80, c. 1), esa dependencia informó que el caso estaba en etapa preliminar (f. 84, c. 1), seguidamente el ente acusador solicitó el desglose y remisión de la letra de cambio de este proceso ejecutivo, para ser sometida a cotejo grafológico (f. 83, c. 1). 




El 23 de julio del 2010, previa solicitud del demandante, se decretó la suspensión del proceso por prejudicialidad, esto en consideración a que se estimó inviable continuar con la ejecución, cuando se sabía que estaba en curso un proceso penal por la presunta falsedad de la letra de cambio base de recaudo (f. 89, c. 1).





Luego, esa Fiscalía informó que en esa investigación, con radicado 050016000206200919032, según un dictamen pericial rendido por un técnico de la Sijín, no existía “uniprocedencia escritural entre la firma que contiene el título valor y las grafías que le fueron tomadas al señor RUBÉN DARÍO REYTER FRANCO” (f. 97, c. 1)




Ante ello el Juzgado se pronunció, en el sentido de que el proceso estaría suspendido hasta tanto la justicia penal resolviera lo pertinente (f. 103, c.1).





Luego, en noviembre del 2011, otra Fiscalía, la 44 Seccional de Medellín, en el marco de la investigación con radicado 05001600020820081319, le solicitó al Juzgado que remitiera copia íntegra del proceso ejecutivo, para que obrara en una indagación preliminar que se adelantaba en esa oficina (f. 104, c. 1). Ese mismo despacho en junio del 2012, le pidió al Juzgado que remitiera copia de la letra de cambio base de recaudo. Ambos requerimientos fueron atendidos por el Despacho. 







Después, el 4 de octubre del año 2013, el proceso se reanudó, habida cuenta de que transcurrieron más de tres años, sin que se adujera la prueba penal que motivó la prejudicialidad (Art. 172 CPC) (f. 107, c. 1).




El 26 de marzo del 2014 arribó al proceso un memorial procedente de la Fiscalía en el que se informó que el proceso penal con radicado 05001600020820081319 se encontraba en etapa de indagación, pendiente de que se fijara fecha para formulación de imputación (f. 117, c. 1). 





El 3 de octubre del 2014, se decretó como prueba  trasladada de oficio, el dictamen grafológico realizado dentro del proceso penal que se adelantaba en contra del aquí ejecutante, ante la Fiscalía 16 Local de Medellín (f. 130, c. 1). 








Finalmente, luego de que se corriera traslado de ese dictamen y para alegar de conclusión, se profirió sentencia (f. 135, c. 1). 
1.4.
Sentencia de primera instancia y apelación. 
El Juzgado de primera instancia declaró próspera la excepción consagrada en el numeral 1° del artículo 784 del Código de Comercio, con fundamento en el dictamen grafológico que se rindió en la investigación penal que se adelantaba en el proceso penal que conocía la Fiscalía 16 local de Medellín.       

Apeló la parte actora, con los siguientes reparos (f. 143, c. 1): 
(i) Pese a que el fallador carece de competencia para introducir conceptos jurídicos con alcance penal en un proceso civil, resolvió absolver al ejecutado, quien para incumplir con sus obligaciones, se ideó la fácil estratagema de denunciar penalmente al acreedor, con aparente apoyo de una falsedad de su firma.

Sobre ello explicó que ante la Fiscalía 16, primero, luego la 42, y ahora la 43 Seccional de Patrimonio Económico, se iniciaron las indagaciones preliminares, cuya primera pesquisa consistió en remitir el título valor a un grafólogo adscrito a la Policía Judicial, quien conceptuó que al comparar firmas indubitadas tomadas al ejecutado y la de la letra de cambio, no presentaban uniprocedencia, sin embargo, contra ello enfatizó que la Fiscalía 43 después estimó que dicha experticia era improcedente para formular acción penal, porque el firmante podía cambiar su firma, y entonces ordenó una nueva en la que se analizaran varias firmas que del demandado reposaran en este expediente.
(ii) La prueba de la que sirvió para proferir la decisión, fue indebidamente allegada al proceso, en el entendido de que no fue pedida por ninguna de las partes, y menos, fue practicada a instancias del juez de la causa; y aun cuando las pruebas pueden ser trasladadas de otro proceso, solo pueden ser valoradas “siempre que en el proceso primitivo se hubieren practicado a petición de la parte contra quien se aduce o con audiencia de ella”, y en este caso el demandante no participó de las indagaciones preliminares de donde resultó la experticia.

1.5.
Actuación surtida en segunda instancia.

La apelación frente a la sentencia se admitió el 2 de marzo del año 2015 (f. 3, Cdno Tribunal), durante la ejecutoria de tal proveído, el ejecutante, pidió como prueba, que se oficiara a la Fiscalía 43 Seccional de Patrimonio Económico, para que certifique si el dictamen grafológico rendido el 23 de junio del 2010, ha servido de fundamento para formularle imputación penal al señor Haramillo Montoya, en la investigación penal que contra él incoó Reyter Franco en el 2008, o si por el contrario ha sido insuficiente para tal cometido (f. 4, Cdno Tribunal); esa petición se denegó, con auto del 4 de abril del 2017, sin embargo de oficio se requirió a esa Fiscalía para que certificara el estado en que se encontraba la investigación con radicado 05001600020820081319 (f. 30, Cdno Tribunal). 
Antes, la Fiscalía 43 citada, el 4 de marzo del 2015, ante el Tribunal, había radicado una solicitud para que se le remitiera copia de distintas piezas procesales donde apareciera la firma del ejecutado (f. 5, Cdno Tribunal); a ello accedió la Magistrada sustanciadora. 
El 24 de mayo del 2017 el ente acusador hizo saber que en ese momento el proceso penal estaba en etapa de juicio, y finalmente, el 22 de enero del 2018, informó que el 15 de diciembre del 2017, se había proferido fallo absolutorio en ese caso. Y que el Juzgado penal se había abstenido de devolver la letra de cambio que allí reposaba en original, por cuanto se estaba estudiando la posibilidad de compulsar copias para que se investigara la presunta comisión del delito de fraude procesal por parte de Reyter Franco (f. 44 y 45 c. 6). 

2.
CONSIDERACIONES

  
2.1.
Los presupuestos procesales concurren en este asunto, incluido el de la competencia que ahora, en segunda instancia, por virtud del Acuerdo PCSJA19-11327 del Consejo Superior de la Judicatura, se le trasladó a esta Sala para efectos de proferir el fallo, lo que se hará de fondo, dado ninguna causal de nulidad que pueda dar al traste con lo actuado se vislumbra. 

  
2.2.
Corresponde a la Sala decidir si confirma la providencia en cuanto, con fundamento en una experticia rendida en un proceso penal, dio por probada la excepción fundada en el hecho de no haber sido el demandado quien suscribió el título, o si la revoca, en virtud del argumento que ataca la prueba que le sirvió de sustento al medio exceptivo, expuesto por el recurrente.
 2.3.
Para dilucidarlo, y al margen de que en los antecedentes de esta sentencia ya se hizo alusión, con detalle, a la historia del proceso, para definir la cuestión hay que relievar algunos puntuales aspectos que encausarán la decisión de segunda instancia:

(i) La única defensa del ejecutado en este caso, es que no es suya la firma que aparece en la letra de cambio que aquí se cobra.

(ii) Para probar esa tesis, allegó al expediente copia de una denuncia penal que formuló contra el señor Jaramillo Montoya, luego de que se iniciara el porceso ejecutivo, con el fin de que se “cancelara” la letra de cambio por no haber sido él quien lo suscribió. También solicitó que se decretara una prueba caligráfica “a la firma de la persona que suscribió el documento título valor que sirve de base de recaudo de la ejecución (sin mencionar de quien se trataba) con el fin de ser cotejada con la escritura que realiza el demandado”. (f. 23, c. 1)
(iii) Ante la imprecisión de tal solicitud, el Despacho lo requirió para que en un plazo prudencial aclarara qué era lo que quería demostrar (f. 32, c. 1), empero, hizo caso omiso al exhorto; por ello el proceso continuó sin el decreto de esa experticia (f. 33, c.1).

(iv) En el auto mediante el cual se decretaron las pruebas en el proceso, se fijó fecha y hora para recibir el interrogatorio a las partes; el demandante asistió al que fue convocado, el ejecutado no.
(v) Por lo anterior, y luego de que se le concedió el plazo de que trata el artículo 209 del CPC, sin que justificara en debida forma su ausencia, vino la audiencia prevista en el artículo 210 ibídem, y allí se declararon probados los hechos susceptibles de confesión, entre ellos, el que ateñe con que le adeuda al demandante la suma de $47.000.000,00 Mcte, con ocasión de la letra de cambio aceptada el 14 de diciembre del 2006 (Cdno. Pruebas parte demandada).

(vi) La última prueba que se decretó en primera instancia, consistió en trasladar a esta ejecución el dictamen pericial realizado por un profesional de la Sijin, dentro de la investigación penal de la que se ha venido hablando. 

(vii) Frente a ello el ejecutante informó que la Fiscalía 43 Seccional, que en ese momento ya era la que adelantaba el caso, había deshechado ese dictamen, pero más que eso, había iniciado los trámites tendientes a que se emitiera uno nuevo en el que se analizaran distintas firmas del denunciante estampadas en el expediente, por ejemplo las visibles en el poder que otorgó para ser defendido en la ejecución, en la constancia de notificación personal, entre otras (f. 132, c. 1). 
(viii) Ya en segunda instancia, la Fisclía 43 Seccional de Medellín, como lo había anticipado el ejecutante, le solicitó al Tribunal la remisión de piezas procesales en las que apareciera la firma del señor Reyter Franco.
(ix) También se decretó como prueba oficiar a esa Fiscalía para que certificara el estado actual de la investigación que se adelantaba en contra del señor Jaramillo Montoya.
(x) El resultado de esa pesquisa, fue que el ente persecutor, hizo llegar al proceso el acta de audiencia pública de lectura de fallo que se llevó a cabo el 15 de diciembre del 2017, ante el Juzgado 25 Penal del Circuito con Funciones de Conocimiento de Medellín, dentro del proceso con radicado 050016000208200813019, donde aparece que el fallo fue absolutorio.
Con lo expuesto hasta aquí, ve la Sala con claridad que la sentencia que en primer grado se profirió, debe ser revocada, y basta una razón para ello.

En efecto, el único indicio que condujo al Juzgado a concluir que no había sido el ejecutado quien suscribió el título valor, al fin y al cabo, resultó inútil para atribuirle responsabilidad penal a quien se denunció como falsificador; es decir, para decirlo en palabras claras, la conclusión del proceso penal no fue que la letra de cambio es falsa, y entonces, esa sola circunstancia, impide derruir la presunción de autenticidad que obra en favor de los títulos valores. 
Ese atributo, el de la autenticidad, está contemplado en el artículo 793 del C. de Comercio y se reitera en el tercer inciso del artículo 252 del CPC, que rige para este caso concreto. 
Pero más que eso, es criterio de la Sala que el peritaje del que se echó mano en primera instancia, no pudo ser pábulo para exonerar al ejecutado del crédito cuyo pago se reclama. 
Así se afirma, porque esa experticia, la rendida por un técnico profesional en documentología de la Sijín el 23 de junio del año 2010, hizo parte apenas de una preliminar etapa de una investigación criminal, y en ese entendido era solo evidencia que hasta ese entonces no había sido incorporada al proceso penal y no era una prueba practicada en juicio con la audiencia de la persona contra la que se aducía.

Es por eso que tenía tanta importancia no olvidar lo reglado en el artículo 185 del CPC cuando instruye que, ciertamente “Las pruebas practicadas válidamente en un proceso podrán trasladarse a otro en copia auténtica, y serán apreciables sin más formalidades, siempre que en el proceso primitivo se hubieren practicado a petición de la parte contra quien se aduce o con audiencia de ella” (Se destaca); resultando que aquí, y a riesgo de insistencia, esa evidencia, a esa altura del proceso, no era una prueba válidamente practicada, y como es lógico, tampoco se produjo por petición del ejecutante, ni con su audiencia. 
Sobre ese aspecto reconocida doctrina nacional explica:

“Dada la unidad de la jurisdiccón, no obstante la división y especialización que para su ejercicio se haga, es jurídicamente igual que la prueba trasladada se haya recibido en un proceso anterior civil o penal o contencioso administrativo, etc., siempre que haya sido pública y controvertida por la parte contra quien se aduce en el nuevo proceso.
Pero para su traslado de un proceso penal a otro civil, debe distinguirse la prueba practicada en la etapa del sumario penal sin la audiencia del presunto sindicado y antes de recibírsele indagatoria (acto que lo incorpora o hace parte en el proceso), de la practicada después. Aquella no ha sido controvertida por el sindicado, y esta sí; en consecuencia, el traslado de la segunda a un proceso civil contra ese sindicado o imputado, no necesita ratificación, mientras que el de la primera equivale al de la prueba practicada extraproceso y debe ratificarse o repetirse”.
 

En suma, el dictamen no era idóneo para derruir la autenticidad de la letra de cambio y mucho menos lo es ahora, cuando se sabe que de nada sirvió en el proceso penal del que se trajo, a todo lo cual debe agregarse que sobre el ejecutado pesa la confesión ficta de que trata el artículo 210 del CPC, dado que se sustrajo a absolver el interrogatorio que le correspondía afrontar en el proceso. 
  
2.4. 
Se revocará entonces la sentencia de primer grado, y en su lugar se ordenará seguir adelante con la ejecución. 

  
Las costas en ambas instancias serán a cargo de la parte demandada y a favor de la demandante. Las mismas se liquidarán en la forma prevista en el artículo 366 del nuevo estatuto procesal civil, esto es, de manera concentrada, ante el juez de primer grado, por cuanto debe entenderse que a partir de esta decisión, en los términos del artículo 625 del CGP, este proceso hará tránsito a la nueva regulación procesal. 

  



Para tal fin, se fijarán en auto separado las agencias en derecho que correspondan. 

 
3. 
DECISIÓN. 

En armonía con lo dicho, la Sala de Decisión Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, acatando el Acuerdo PCSJA19-11327 del Consejo Superior de la Judicatura, REVOCA la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Descongestión de Medellín, el 22 de octubre de 2014, en el proceso ejecutivo que Arcecio de Jesús Jaramillo Montoya promovió contra Rubén Darío Reyter Franco. 
Y en su lugar:

Primero: Se ordena seguir adelante con la ejecución tal como se dispuso en el mandamiento de pago del 23 de abril del 2008.
Segundo: Se ordena el avalúo y remate del bien secuestrado y de los que con posterioridad se lleguen a embargar y a secuestrar, para que con su producto se pague al demandante el crédito y las correspondientes costas.

Tercero: Se ordena practicar la liquidación del crédito en los términos del artículo 446 del Código General del Proceso, las partes la presentarán oportunamente. 

Las costas en ambas instancias serán a cargo del demandado y a favor del demandante. Se liquidarán en primera sede, teniendo en cuenta las agencias en derecho que en auto separado se señalen. 

Notifíquese,

Los Magistrados, 

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS


DUBERNEY GRISALES HERRERA 

Salvamento parcial de voto
Pereira, noviembre 25 de 2019

SALVAMENTO  PARCIAL DE VOTO

Magistrado Ponente
: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Expediente No.

: 05001-31-03-006-2008-00151-01

Proceso

: Ejecutivo

Demandante

: Arcesio de Jesús Jaramillo Montoya

Demandados

: Rubén Darío Reyter Franco

Con todo el respeto que merecen mis demás compañeros de Sala, a continuación expongo la razón por la que me aparté parcialmente de la decisión que por mayoría se aprobó, en la sentencia proferida en la fecha, en el proceso de la referencia, concretamente la que se relaciona con lo relativo a la condena en costas que en ella se impuso.

A mi juicio, han debido tasarse las agencias en derecho en el fallo porque así lo dispone el numeral 2º del artículo 392 del Código de Procedimiento Civil, modificado por el 19 de la ley 1395 de 2010, y liquidarse las costas en esta sede, de acuerdo con el numeral 1º del artículo 393 de la misma obra, aunque en la actualidad esté vigente el Código General del Proceso que ya no manda hacerlo así y con fundamento en las reglas sobre la aplicación de la ley procesal en el tiempo.

En efecto, como el recurso de apelación contra la providencia proferida en primera instancia se interpuso en vigencia del Código de Procedimiento Civil, es ese estatuto el que debe aplicarse durante todo el trámite de la alzada de acuerdo con el artículo 40 de la ley 153 de 1887, modificado por el 624 del Código General del Proceso, que dice: 

“Las leyes concernientes a la sustanciación y ritualidad de los juicios prevalecen sobre las anteriores desde el momento en que deben empezar a regir. 

Sin embargo, los recursos interpuestos, la práctica de pruebas decretadas, las audiencias convocadas, las diligencias iniciadas, los términos que hubieren comenzado a correr, los incidentes en curso y las notificaciones que se estén surtiendo, se regirán por las leyes vigentes cuando se interpusieron los recursos, se decretaron las pruebas, se iniciaron las audiencias o diligencias, empezaron a correr los términos, se promovieron los incidentes o comenzaron a surtirse las notificaciones. 

La competencia para tramitar el proceso se regirá por la legislación vigente en el momento de formulación de la demanda con que se promueva, salvo que la ley elimine dicha autoridad”.
De acuerdo con esa disposición, las normas procesales son de aplicación inmediata, aun respecto de los procesos pendientes, pero esa regla general admite algunas excepciones, concretamente aquellas que enlista en el inciso 2º, dentro de las cuales se incluye, para hacer referencia al caso concreto, la de los recursos interpuestos, que se rigen por la ley vigente para la fecha en que se propusieron.

Esa excepción ordena entonces aplicar la ultractividad de la ley antigua respecto de los recursos interpuestos bajo su imperio. En esas condiciones, como el de apelación que formuló la parte demandante lo fue en vigencia del Código de Procedimiento Civil y no se había desatado cuando entró a regir el Código General del Proceso, su trámite ha de terminar regulado por el primero, lo que permite obtener un orden procesal.

Y es que el trámite del recurso finaliza con la ejecutoria de la providencia que lo defina, pero si se impone condena en costas, lo será con la del auto que apruebe su liquidación, pues el numeral 1º del artículo 393 del Código de Procedimiento Civil, atrás citado, ordena liquidarlas al Tribunal o juzgado de la respectiva instancia o recurso, inmediatamente quede ejecutoriada la providencia que las imponga.

En conclusión, no podía aplicarse el Código General del Proceso en la propia sentencia que desató el recurso, pues el trámite de este no había terminado.

En relación con ese tránsito legislativo, dijo la Corte Suprema de Justicia:

“1.- Cuestión de primer orden es precisar el referente adjetivo al que se acudirá, en lo que fuere pertinente, habida cuenta que mientras que este litigio comenzó con el Código de Procedimiento Civil (julio de 2014), en la fase del recurso extraordinario cobró vigencia integral el General del Proceso, producto de la expedición por el Consejo Superior de la Judicatura del Acuerdo No. PSAA15-10392 de 1° de octubre de 2015, que en su artículo 1° dispone: “El Código General del Proceso entrará en vigencia en todos los distritos judiciales del país el día 1º de enero del año 2016, íntegramente”. 

La sucesión temporal o tránsito legislativo luego de la iniciación de un juicio apareja interrogantes complejos y, por lo mismo, en ocasiones, de difícil solución. En el campo teórico, esa problemática puede resolverse de tres formas: (i) aplicando la ley anterior hasta la definición del pleito; (ii) incorporando la nueva a todos los actos posteriores a su vigencia; o (iii) empleando para unas actuaciones la novel normativa y para otras la que le precedió. 

La Ley 1564 de 2012 sigue, en los artículos 624 y 625, que son los que tratan puntualmente el asunto, un sistema mixto. 

En efecto, el primer canon, modificatorio del artículo 40 de la ley 153 de 1887, trae una regla general sobre la aplicación inmediata de la ley procesal, con ciertas salvedades relativas a la ultractividad, taxativamente señaladas a saber: “los recursos interpuestos, la práctica de pruebas decretadas, las audiencias convocadas, las diligencias iniciadas, los términos que hubieren comenzado a correr, los incidentes en curso y las notificaciones que se estén surtiendo, se regirán por las leyes vigentes cuando se interpusieron los recursos, se decretaron las pruebas, se iniciaron las audiencias o diligencias, empezaron a correr los términos, se promovieron los incidentes o comenzaron a surtirse las notificaciones”. 

El segundo, apartándose del postulado general, ofrece unas orientaciones específicas destinadas a preservar la vigencia temporal y excepcional de la norma derogada, no en todos los procesos, sino en los ordinarios, abreviados, verbales y ejecutivos, y sólo hasta determinadas etapas. Y, también aquí, el legislador se cuidó de repetir las salvedades del 624 en lo concerniente a recursos interpuestos, pruebas decretadas, audiencias convocadas, diligencias iniciadas, términos que estén corriendo, incidentes en curso y notificaciones que se estén surtiendo. 

En ese orden de ideas, el funcionario judicial frente a un caso de sucesión o tránsito de legislación, debe preguntarse, en primer término, la clase de proceso que se está tramitando, luego la etapa que se está surtiendo y después cotejarla o compararla con las pautas del 625 id. 

Acá, por ejemplo, se trata de un juicio ordinario que cuenta con fallos de primera y segunda instancia, de manera que ese precepto indica en el numeral 1, literal c), que “proferida la sentencia, el proceso se tramitará conforme a la nueva legislación”. Sería, entonces, el Código General del Proceso el llamado a gobernar las actuaciones postreras al veredicto, lo que finalmente no ocurre, en atención a que la excepción legislativa, inserta en ese canon y en el 624, determina que cuando se ha interpuesto un recurso (no se precisa cual, luego ello cobija ordinarios y extraordinarios), la preceptiva aplicable será la del tiempo de su formulación, que aquí es el C. de P. C., atendiendo que la impugnación extraordinaria se planteó el 8 de junio de 2012. 

Consecuencia necesaria y natural de la precitada inferencia, es la de que al transitar esta casación por el camino del Código de Procedimiento Civil, todo lo que se derive de su discurrir y resolución, incluso la expedición de copias o certificaciones, el reconocimientos de personería, la condena en costas y su tasación, el decreto y práctica de pruebas (si ello se ordena previa sentencia sustitutiva), cumple rituarlo con esa codificación. 

Lo contrario implicaría mezclar en un mismo escenario y con alternancia, dos codificaciones procesales, lo que atentaría con el mínimo de seguridad o certeza jurídica que debe acompañar la sustanciación de los litigios. Para los usuarios del sistema de administración de justicia, que buscan la tutela efectiva de sus derechos, debe ofrecerse una hermenéutica que les provea certidumbre sobre las normas que regulan el conflicto jurídico respecto del cual se solicita la decisión...”
 
Y no es ese un criterio aislado. Lo mismo dijo en sentencia del 26 de octubre de 2016: “Resulta pertinente precisar, que de acuerdo con el artículo 624 del Código General del Proceso, modificatorio del precepto 40 de la Ley 153 de 1887, para resolver el recurso se tomarán en cuenta las disposiciones del Código de Procedimiento Civil, al hallarse este vigente para cuando comenzó su trámite…”
 En esa providencia también fijó las agencias en derecho y ordenó liquidar las costas con sujeción al artículo 393 del Código de Procedimiento Civil. En la misma forma procedió el 11 de noviembre del año citado
, el 18 de abril de 2017
, el 13 de diciembre de este último año
, el 6
, el 13
, y el 23 de agosto de este año
.

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
Magistrada
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